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                                         Concepto 5290

Bogotá, D.C., enero 17 de 2012  







Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E.  S.  D.


REF.: Objeciones Presidenciales al Proyecto de Ley No. 200/09 Senado- No. 235/11 Cámara, "Por la cual la Nación declara patrimonio histórico y cultural de la Nación al Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pamplona”.


Expediente O.G.-141 



Concepto 5290
De conformidad con lo establecido en la Constitución Política y en el artículo 32 del Decreto 2067 de 1991, procedo a rendir concepto en el asunto de la referencia.

1. Antecedentes.
Con oficio del 14 de diciembre de 2011, el Secretario General del Senado de la República remitió al Ministerio Público copia del Proyecto de Ley 200 de 2009 Senado, 235 de 2011 Cámara, objetado por del Presidente de la República, por razones de inconstitucionalidad. La copia del expediente legislativo fue recibida en el Despacho del Procurador General de la Nación el día 19 de diciembre de 2011, durante el período de vacancia judicial. A continuación se trascribe el proyecto objetado:

PROYECTO DE LEY NUMERO 200 DE 2009 SENADO

por la cual la Nación declara patrimonio histórico y cultural de la Nación al Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pamplona, Norte de Santander, y se dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1°. Declárese patrimonio histórico y cultural de la Nación al Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pamplona, Norte de Santander. 

Artículo 2°. Autorízase al Gobierno Nacional, para que a través del Ministerio de Cultura, contribuya al fomento, promoción, protección, conservación, divulgación, desarrollo y financiación de los valores culturales de la Nación.

Artículo 3°. El Congreso de la República de Colombia, concurre a la Declaración de Patrimonio Histórico y Cultural de la Nación al Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pamplona del departamento de Norte de Santander, emitiendo en nota de estilo un pergamino que contenga el texto de la presente ley. 

Artículo 4°. La presente ley rige a partir de la fecha de su sanción y promulgación. 

2. Fundamento de las objeciones del Presidente de la República.
El Presidente de la República funda sus objeciones en que el proyecto de ley, al declarar patrimonio histórico y cultural de la Nación del Tribunal Superior de Distrito Judicial de Pamplona, hace una declaración que no recae sobre el bien inmueble en el cual funciona el tribunal, sino en el tribunal mismo. Este particular proceder se confirma al examinar las razones invocadas por el Congreso de la República, que no son de orden histórico o cultural, sino que están relacionadas con el propósito de evitar la supresión del tribunal, valga decir, en asegurar su “permanencia y continuidad”. 
El proyecto sub examine, a juicio del Presidente de la República, vulnera lo dispuesto en el artículo 257.1 Superior, al tenor del cual la competencia para fijar la división del territorio para efectos judiciales, para ubicar y redistribuir los despachos judiciales, con arreglo a la ley, corresponde al Consejo Superior de la Judicatura. A este argumento se agrega el de que el proyecto vulnera el principio de reserva de ley estatutaria, pues de estimarse que el Congreso de la República puede regular estas materia, que es propia de la estructura de la administración de justicia, debe hacerlo por medio de una ley estatutaria. 
3. Insistencia del Congreso de la República.
Luego de recibir el escrito de objeciones, el Congreso de la República nombró una comisión para estudiarlas y presentar un informe de las mismas. Esta comisión, conformada por un miembro del Senado de la República y otro de la Cámara de Representantes, presentó a consideración de las plenarias de ambas cámaras el informe correspondiente, siendo aprobado por el Senado de la República el 23 de noviembre de 2011 y por la Cámara de Representantes 29 del mismo mes y año, según aparece en las respectivas certificaciones secretariales que obran en el expediente legislativo. 
En el informe aprobado por las cámaras, se rechazan las objeciones hechas por el Presidente de la República, con fundamento en que el Congreso de la República, en representación de la Nación, tiene la facultad discrecional para declarar, en consideración a su historia, patrimonio histórico y cultural de la Nación al Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pamplona, sin que pueda afirmarse, como lo hace el Gobierno Nacional, que tal aspecto debe ser regulado por una Ley Estatutaria, por cuanto corresponde a la estructura general de la administración de justicia.
4. Análisis jurídico.
El proyecto de ley que se analiza tiene por objeto declarar al Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pamplona, Norte de Santander, como patrimonio histórico y cultural de la Nación. Entre los motivos que se traen a cuento para justificar este propósito, es menester destacar dos: que este tribunal es una expresión de la nacionalidad colombiana, pues se trata de uno de los tribunales más antiguos del país, de lo cual se deriva un gran valor histórico; y que es uno de los tribunales más grandes de la República, pues cubre una zona de 13 municipios que hacen parte de un polo de desarrollo del Departamento de Norte de Santander. 

Para tener una mejor ilustración sobre el objeto del proyecto y de los argumentos que se brindan en su apoyo, es conveniente transcribir in extenso el discurso del Congreso, como se hace enseguida:

Razones que posee la ciudad de Pamplona para que se mantenga el Tribunal Superior en su Cabecera

1. Porque correspondió a esta ciudad la creación del departamento Norte de Santander, incorporándose la Provincia de Pamplona a esta nueva sección, precisándose que la capital política sería Cúcuta y la capital judicial Pamplona (Acta del Pacto de Caballeros, San José de Cúcuta, 19 de enero de 1910, firmado por el Gobernador de ese entonces, Víctor Julio Copete, previa aprobación del honorable Concejo Municipal), lo que conllevó la emisión de la Ley 23 del 28 de septiembre de 1912, que creó, entre otros, el Distrito Judicial de Pamplona con Jurisdicción sobre los Circuitos de Cúcuta, Chinácota, Ocaña y Salazar, a cuya cabeza quedó el Tribunal Superior de esta ciudad, compuesto por tres (3) magistrados que actuaban como Sala Única; su instalación se llevó a cabo el 15 de febrero de 1913, eligiéndose como Primer Presidente al doctor Pedro León Mantilla y como demás Magistrados a los doctores Leopoldo Castellanos y Eliseo Gutiérrez; este número de miembros aumentó a seis (6) y luego se redujo a cuatro (4) por la creación del Tribunal Superior de Cúcuta, en el mes de septiembre de 1962, lo que ameritó la supresión de dos (2) plazas porque fueron trasladadas a esta nueva Corporación, mermándose a cuatro (4) el número de Magistrados, dos (2) en la Sala Civil - Laboral y dos (2) en la Penal. Lo anterior, no impidió que en agosto de 1968 la Corporación alcanzara un número máximo de ocho (8) Magistrados, Cuatro (4) en la Sala Penal, tres (3) en la Civil y uno (1) en la Laboral, última que se integraba con la segunda mencionada para decidir esta clase de asuntos; así mismo, ocurrió con el personal de empleados porque llegaron a distribuirse en tres secciones, separadas, una en la Secretaría de la Rama Penal, otra en la Civil y una tercera en la Laboral. En año 1990, se creó la Sala de Familia a la que se adscribieron dos (2) magistrados lo que propendió el aumento de plazas en este sentido como una cuarta Secretaría. Con la Nueva Constitución, año 1991, y la creación del Consejo Superior de la Judicatura a partir del primero de julio de 1999 se suprimió una plaza en la Sala Civil - Familia- Laboral, trasladando este miembro al Tribunal Superior de Barranquilla, quedando reducida la misma a tres (3) Magistrados y dos (2) en la Sala Penal, con una sola Secretaría; tal desmembración no impidió que el 3 de julio de 2001, nuevamente se redujera a la mínima e inicial composición -3 Magistrados-; esta reducción de plazas y de municipios -11-, restringió el ingreso de negocios, disminuyendo notablemente el número de fallos, lo que sumado al bajo índice de delincuencia como de controversias judiciales, explica los escasos resultados del movimiento estadístico local que en el pasado fue elevado.

2. Porque el grado de civilización, población y situación de Pamplona la ha destacado como la más ilustre y antigua de las ciudades castellanas en los dos santanderes, factores de enorme transcendencia en la creciente misión cultural de la ciudad (6 museos, 10 capillas y templos parroquiales, 7 Bibliotecas, Una Academia de Historia, Una Universidad con aprox. 16.000 alumnos).

3. Porque a la ciudad de Pamplona desde tiempos inmemoriales, le ha correspondido ser la sede de la ARQUIDIOSESIS, con un Palacio Arzobispal, una Catedral Metropolitana, un Santuario del Señor del Humilladero, dos Ermitas, seis (6) parroquias, una Capilla, como el Seminario Conciliar de Nueva Pamplona, Casa de Retiro de Nazareth, centros que han permanecido al igual que innumerables planteles de educación, tales como el Colegio Provincial fundado por el General Francisco de Paula Santander, Colegio Betlemitas, la Presentación, etc., lo que refuerza la idea de no supresión de esta Corporación.

4. Porque el Gobierno Nacional ha acantonado en esta ciudad, para seguridad de la región, el BATALLON DE INFANTERIA “CUSTODIO GARCIA ROVIRA” y el COMANDO DEL TERCER DISTRITO DE POLICIA NACIONAL. Al igual que el Distrito 32 del Ejército Nacional para la expedición de las Libretas Militares, razones más que suficientes para que el Ministerio del Interior y de Justicia en unión del Consejo Superior de la Judicatura no acabe con esta institución.

5. Porque geográficamente esta ciudad está ubicada en el centro del departamento Norte de Santander, posición favorable a los intereses de los cuarenta (40) municipios existentes en él ya que las distintas vías carreteables de acceso primarias o nacionales como segundarias o departamentales conllevan la presencia de población flotante como de un parque automotor que presta servicio de transporte a pasajeros y carga, posibles usuarios de la tan mentada Administración de Justicia radicada en este Tribunal.

6. Porque la infraestructura locativa con que cuenta la Rama Judicial en esta ciudad y que ha sido aportada por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, desde el año 1987, otorga garantías de seguridad en todo sentido ya que creó un ambiente de estudio soportado por una excelente biblioteca que sirve no solo de apoyo a los funcionarios, empleados y Auxiliares Judiciales sino a los aproximadamente 400 estudiantes del programa de Derecho de la Facultad de Artes y Humanidades de la Universidad de Pamplona que desde el pasado mes de octubre cuenta con un Consultorio Jurídico que apoya tal labor para la población más necesitada de la zona.

7. Porque en otros departamentos -Cundinamarca, Santander, Boyacá, Antioquia y Valle- existen más de un Tribunal Superior y ello no ha sido motivo para que se propenda por su supresión, como en este caso.

8. Porque este Distrito Judicial en su cabecera cuenta con una Cárcel, con capacidad para más de 267 internos, y que en la actualidad recibe condenados lo que llevó por parte de la Judicatura a la creación de un Juzgado de Penas y Medidas de Seguridad con sede en esta Municipalidad para que evacue los negocios en que aparecen comprometidas estas personas y que a la postre posee en inventario, en la actualidad, de 1.263 procesos en trámite, cuyas decisiones pueden ser objeto de alzada ante esta Corporación.

9. Porque debido a la entrada en vigencia del Sistema de Responsabilidad para Adolescentes, desde el 15 de diciembre de 2008, se creó por parte de la Judicatura un Centro de Servicios para tal Sistema y por disposición del mismo Consejo Seccional de la Judicatura, se encarga también en descongestionar el Juzgado de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pamplona, fallos que en algunos casos son objeto de impugnación ante esta Instancia. Así mismo, existe un Hogar de Paso para tales infractores auspiciado por el ICBF y la Alcaldía Municipal cuyas actuaciones, a veces son revisadas por este Tribunal. 

10. Porque administrativamente el número de servidores judiciales en este Distrito -90 personas- ameritó la creación de una Oficina de Apoyo Judicial para el reparto de negocios, el Manejo de Títulos Judiciales, Archivo de Procesos, entrega de útiles de oficina y mobiliario, emisión de Constancias Laborales y Administración del Palacio de Justicia, así como el manejo de la Seguridad y Aseo del mismo, teniendo bajo su supervisión a tres (3) empleados de Servicios Generales e igual número de celadores.

11. Porque con la iniciación del Sistema Penal Acusatorio -1° de enero de 2008- el Consejo Superior de la Judicatura construyó y habilitó cuatro (4) Salas de Audiencias, a saber. Una Sala para el Tribunal Superior, con video y Audio; Una Sala para el Penal del Circuito con Funciones de Conocimiento, solo con audio y dos para los Jueces de Control de Garantías solo audio, que se encuentran radicados en esta ciudad (2 Penales Municipales) y 10 en los demás municipios para los Juzgados Promiscuos Municipales, infraestructura que con la supresión dejaría de utilizarse, generando altos costos de mantenimiento; Además, estamos asistidos con dos (2) custodios, agentes de la Policía Nacional asignados para la lectura del protocolo en tales Audiencias y para la seguridad de las mismas, Auxiliares cuya experiencia resultaría subutilizada.

12. Porque dada la entrada en vigencia de la ORALIDAD en materia Laboral, año 2007, se eligió a este Distrito Judicial como piloto en esta materia y por ello se construyó y habilitó una Sala para esta clase de audiencias que a la fecha se encuentra en funcionamiento para los Jueces Civiles del Circuito, a los cuales se les ha asignado esta competencia en Primera Instancia, siendo nugatoria la experiencia para una Segunda si procediera la supresión.

13. Porque la congestión laboral en otros Tribunales del país llevó a que la carga local se intentara equiparar a estos y por ello desde la creación del Tribunal Superior de Pamplona, como Sala Unica, hemos llevado a cabo descongestión en diferentes Areas, así: 603 Procesos Laborales del Tribunal Superior de Barranquilla, caso Foncolpuertos, mayo de 2003; 117 procesos penales del Tribunal de Villavicencio, abril de 2004; 296 procesos Laborales del Tribunal de Bogotá, mayo de 2006; 75 procesos del Tribunal Superior de Cúcuta, agosto de 2007 y 26 procesos Civiles del Tribunal de Bogotá, remitidos por el Tribunal de Antioquia, octubre de 2009.

14. Porque la permanencia del servicio de Administrar Justicia por parte de la Corporación a la comunidad Pamplonesa -97 años- y del Centro de Responsabilidad para Adolescentes - 330 días- aunado a las razones anteriores son motivos más que suficientes para propender por su continuidad y para que sean declarados Patrimonio Histórico y Cultural de la Región como de la Nación, erradicando así mismo, el fantasma de la supresión de esta Corporación, hecho que afectaría a los habitantes de esta región nortesantandereana, en cuanto a la administración de justicia oportuna, pronta y ágil, acorde a los derechos fundamentales individuales y colectivos, y los principios constitucionales de la dignidad humana, la equidad y favorabilidad, conforme a las políticas de reconstrucción del tejido social.

De la simple lectura de texto antes transcrito se infiere la intención del Congreso de la República. Pesa a una alusión incidental a la historia y a la cultura, el propósito del discurso es conservar o mantener, como corporación judicial, al Tribunal de Distrito Judicial de Pamplona. Este propósito no se ajusta a lo previsto en los artículos 8 y 70 Superiores, que establecen el deber del Estado de proteger las riquezas culturales de la Nación y de promover y fomentar el acceso a la cultura de todos los ciudadanos. Estos deberes son los que justifican declarar un bien como patrimonio histórico y cultural de la Nación. 

De otra parte, el propósito en comento desconoce la competencia que el artículo 257.1 Superior atribuye al Consejo Superior de la Judicatura, para fijar la división del territorio para efectos judiciales y para ubicar y redistribuir los despachos judiciales. Esta competencia constitucional está desarrollada por la Ley 270 de 1996, Estatutaria de la Administración de Justicia, que en su artículo 85, numerales 5 y 6, atribuye a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura las funciones de “5. Crear, ubicar, redistribuir, fusionar, trasladar, transformar y suprimir Tribunales, las Salas de éstos y los Juzgados, cuando así se requiera para la más rápida y eficaz administración de justicia, así como crear Salas desconcentradas en ciudades diferentes de las sedes de los Distritos Judiciales, de acuerdo con las necesidades de éstos” y “6. Fijar la división del territorio para efectos judiciales, tomando en consideración para ello el mejor servicio público”. 
No sobra destacar que el criterio que debe regir la decisión del Consejo Superior de la Judicatura, para cumplir con las funciones a las que se acaba de aludir, no debe ser otro que el de lograr la prestación oportuna y eficaz del servicio público de administración de justicia.

5. Conclusión.
Por lo expuesto, el Ministerio Público concluye que las objeciones presidenciales contra el Proyecto de Ley 200 de 2009 Senado, 235 de 2011 Cámara, “por la cual la Nación declara patrimonio histórico y cultural de la Nación al Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pamplona, Norte de Santander, y se dictan otras disposiciones”, son FUNDADAS. Por lo tanto, solicita a la Corte que declare INEXEQUIBLE el citado proyecto de ley, por las razones señaladas en este concepto.
ALEJANDRO ORDOÑEZ MALDONADO
Procurador General de la Nación 
LJMO/MLOvalleB.
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